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SEGURO SOCIAL DE PARAGUAY 

Decreto-ley 1860 de 1° de diciembre de 1950, por el que se modifica 
el régimen anterior (decreto-ley 17,071 de 18 de febrero de 1943). 

Art. 19 Declaraciones fundamentales. — El Seguro social cubrirá, de 
acuerdo con los términos de la presente ley, los riesgos de enfermedad 
no profesional, maternidad, accidentes del trabajo y enfermedades profe-
sionales, invalidez, vejez y muerte de los trabajadores asalariados de la 
República. 

El Instituto de previsión social, organismo autónomo con personería 
jurídica que creó el decreto-ley núm. 17071, del 18 de febrero de 19431, 
continuará encargado de dirigir y administrar el Seguro social. 

Para los efectos de esta ley, se denominará Seguro al Seguro social e 
Instituto al Instituto de previsión social. 

CAPÍTULO I. — DEL CAMPO DE APLICACIÓN 

2. Personas incluidas en el régimen de Seguro social. — Es obligato-
rio asegurar en el Instituto a todo trabajador asalariado que preste servi-
cios o ejecute una obra en virtud de un contrato de trabajo, escrito o 
verbal, cualquiera que sea su edad o el monto de la remuneración que 
reciba, como también a los trabajadores aprendices que no reciben sa-
lario. 

Se exceptúa de la presente disposición: 

a) los funcionarios y empleados de la administración pública; 
b) los trabajadores independientes; 
c) los empleados y obreros del Ferrocarril central del Paraguay, has-

ta tanto que por ley se resuelva unificar esta caja con la del Instituto 
de previsión social. 

El personal de los entes autárquicos del Estado o empresas mixtas 
encargadas de una explotación económica o un servicio público, por 
regla general, estará comprendido en el Seguro social, excepto cuando 
disposiciones especiales, legales o administrativas se opongan a ello. 

El Instituto podrá aceptar como asegurados voluntarios a los traba-
jadores no comprendidos en el primer párrafo de este artículo, de 
acuerdo con el reglamento respectivo. 

1 Législative Series y Série législative, 1943 (Para. 1). 
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3. Inscripción. — Para cumplir la obligación que establece el artícu-
lo precedente, los trabajadores deberán ser inscriptos en el Instituto por 
sus patrones, en formularios que el Instituto tendrá a disposición de éstos. 
Los formularios contendrán todos los datos que a juicio del Instituto sean 
necesarios para identificar a los asegurados y para fines estadísticos. 

La inscripción debe efectuarse en las zonas urbanas dentro del plazo 
de tres días hábiles contados desde que el trabajador inicie la prestación 

de servicios. 
En las zonas rurales fijará el Instituto plazos de acuerdo a las condi-

ciones particulares de ellas. 
Se considerará debidamente inscripto al trabajador que presente el 

documento comprobatorio, que entregará el Instituto al autorizar la 
inscripción. En estos casos el empleador queda exento de la obligación 
de inscribirlo, pero deberá registrar correctamente el número asignado 
al trabajador en dicho documento siempre que realice ante el Seguro 
cualquier trámite que se relacione con el respectivo asegurado. 

CAPÍTULO II. - DIRECCIÓN, ADMINISTRACIÓN Y FISCALIZACIÓN 

Régimen del Instituto 

4. Autarquía. — El Instituto será un ente autárquico con personería 
jurídica y patrimonio propio regido por las disposiciones del presente 
decreto-ley, las demás leyes pertinentes, los decretos del Poder Ejecutivo 
en materia autorizada por ley y los reglamentos que dicte la propia 
institución. 

5. Domicilio. Relaciones con el Poder Ejecutivo. — El Instituto 
tendrá su domicilio legal en la ciudad de Asunción. Sólo los juzgados 
y tribunales de la capital conocerán en todos los asuntos judiciales en 
que el Instituto fuere actor o demandado. 

Las relaciones con el Poder Ejecutivo serán mantenidas a través del 
Ministerio de Salud pública. 

Dirección y administración del Instituto 

6. La dirección, gobierno y administración superior del Instituto 
se hallan a cargo de un consejo superior y de un director general, presi-
dente de dicho consejo. 

El Ministerio de Hacienda fiscalizará el movimiento financiero del 
Instituto. 

7. El consejo superior se constituye por el director general y presi-
dente del consejo y seis consejeros: un representante del Ministerio de 
Salud Pública, un representante del Ministerio de Justicia y Trabajo, 
dos representantes de los patrones o empleadores y dos representantes 
de los asegurados. 
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Cada uno de los representantes de los asegurados y patrones tendrá 
un suplente personal. 

8. Nombramiento, duración de las funciones e inamovilidad. — El 
Poder Ejecutivo nombrará al director general quien, en el ejercicio de 
sus funciones, durará cinco años, coincidente con el período presidencial, 
pudiendo ser reelecto. 

Para ocupar el cargo de director general se requiere ser ciudadano 
paraguayo, de pública honorabilidad, mayor de treinta años y poseer 
título universitario. 

Ningún otro miembro del consejo superior podrá ser funcionario o 
empleado del Instituto. 

9. Los Ministros de Salud Pública y Justicia y Trabajo podrán asis-
tir y tomar parte en las deliberaciones del consejo superior si lo creyeren 
conveniente, pero no tendrán voto. 

Los representantes de los asegurados y de los patrones y los suplentes 
deberán tener la calidad de ciudadanos paraguayos. 

Serán nombrados por el Poder Ejecutivo por períodos de tres años, 
a propuesta en terna de las respectivas organizaciones gremiales, en la 

forma que se reglamente. 

El nombramiento de los representantes patronales y sus suplentes 
podrá recaer sólo en quienes sean empleadores a lo menos de diez ase-
gurados y el de los representantes de los asegurados y sus suplentes en 
quienes estén inscriptos como asegurados en la Institución. 

10. No podrá actuar en el consejo superior el miembro que sea em-
pleado de otro consejero, mientras dure esta situación. 

Unicamente en caso de ocurrir falta absoluta de un consejero patro-
nal u obrero, el Poder Ejecutivo nombrará otro por el resto del período 

de tres años. 

Se entiende por falta absoluta la muerte, la destitución por sentencia 
judicial o administrativa, la renuncia aceptada, la ausencia del país por 
más de seis meses y el impedimento que establece el inciso anterior si 
dura igual lapso. 

11. Remuneración. — La remuneración o dieta de los consejeros, 
por sesión a que asistan, y del director general será fijada cada año en 
el presupuesto general de gastos. 

12. Procedimiento. — El quórum para que sesione el consejo supe-
rior será de cuatro consejeros. 

Las resoluciones, salvo disposición expresa en contrario, se adoptarán 
con el voto favorable de la mayoría de los asistentes y en caso de empate 
decidirá el voto del director general. 
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Facultades del consejo superior 

13. El consejo superior del Instituto ejerce la dirección y adminis-
tración superior de la entidad de acuerdo con las facultades, deberes y 
responsabilidades siguientes: 

a) dictar y reformar el reglamento general de esta ley con aproba-

ción del Poder Ejecutivo; 

b) dictar y reformar los reglamentos internos de todos los servicios 
del Instituto; 

c) crear y suprimir los departamentos y secciones, las cajas zonales, 
locales y agencias y las unidades sanitarias, como también los cargos 
administrativos y técnicos y fijar los respectivos sueldos a propuesta del 
director general; 

d) aprobar, dentro del mes de diciembre de cada año, el presupuesto 
general de gastos y recursos para el ejercicio del año siguiente; 

e) estudiar y aprobar anualmente el balance general del Instituto; 

f) nombrar y trasladar a los empleados superiores del Instituto, y, 
previa instrucción de un sumario administrativo, poner término a sus 
servicios; 

las resoluciones sobre nombramientos y traslados sólo podrán tomarse 
a propuesta del director general; 

g) conceder al director general licencias mayores de diez días y 
nombrar reemplazante interino; y a los funcionarios del Instituto, las 
licencias mayores de un mes; 

h) acordar las inversiones de las reservas técnicas del Instituto; 

i) conceder y contratar préstamos; comprar, arrendar, hipotecar y 
enajenar bienes del Instituto y aceptar transacciones judiciales y extra-
judiciales; las resoluciones respectivas se adoptarán por mayoría absolu-
ta de los miembros del consejo; 

j) fijar el tipo de interés actuarial; disponer, siempre que lo estime 
conveniente, la ejecución de revisiones actuariales extraordinarias y su-
gerir al Poder Ejecutivo las modificaciones que sea aconsejable introdu-
cir en los preceptos legales sobre recursos y beneficios como resultado 
de esas revisiones y de las quinquenales establecidas por el artículo 26. 

k) fijar los avalúos de salarios a que se refiere el artículo 19; 

1) resolver en última instancia las apelaciones de los asegurados y 
empleadores contra las sanciones aplicadas por el director general, como 
también las de los funcionarios del Instituto en casos de suspensiones 

mayores de quince días; 

m) disponer que el director general solicite del Ministerio de Ha-
cienda visitas extraordinarias de fiscalización del movimiento financiero 

del Instituto; 
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n) aprobar contratos de atención médica con establecimientos fisca-
les o privados; 

ñ) insistir, por mayoría absoluta de los miembros del consejo, en los 
acuerdos objetados por el director general. 

14. Prohibiciones. — Se prohibe al consejo acordar operaciones con 
sus propios miembros o parientes hasta el cuarto grado de consanguini-
dad y segundo de afinidad. 

15. Atribuciones del director general. — El director general será el 
representante legal del Instituto y tendrá las siguientes facultades y 

obligaciones: 

a) ejecutar y hacer ejecutar las resoluciones del consejo superior; 

b) proponer al consejo superior las creaciones, suspensiones, nom-
bramientos, traslados y términos de servicios a que se refieren las letras 
e) y f) del artículo 13; 

e) otorgar licencias hasta de un mes, designar en comisión y suspen-
der hasta por quince días a los empleados del Instituto, pudiendo delegar 
estas facultades de acuerdo con el consejo superior o el reglamento 
respectivo; 

d) nombrar, trasladar, comisionar, conceder licencias hasta de un 
mes, imponer sanciones y poner téimino a los servicios del personal 
inferior del Instituto, facultades que podrá delegar en los directores de 
departamentos del mismo; las suspensiones por más de quince días y las 
exoneraciones se harán previo sumario administrativo; 

e) presentar al consejo superior los balances generales del Instituto 
y, dentro de los diez primeros días del mes de diciembre de cada año, 
el proyecto de presupuesto de entradas y gastos del ejercicio siguiente; 

f) imponer las sanciones que establece la presente ley a los emplea-
dores y asegurados, facultad que podrá delegar en los directores de de-
partamentos, inspectores zonales o directores de unidades médicas en la 
parte que atañe a sus respectivas funciones. Los afectados podrán pedir 
la reconsideración al director general; 

g) velar por la buena marcha de los servicios cuya jefatura superior 
desempeña y por la eficiente administración de las inversiones del Ins-
tituto. 

h) solicitar al Ministerio de Hacienda que destaque funcionarios en 
visitas extraordinarias de fiscalización, siempre que lo juzgue conve-
niente o a pedido del consejo superior; los resultados de las visitas debe-
rá comunicarlos al consejo; 

i) poner en conocimiento del consejo todos los antecedentes que los 
miembros de éste soliciten sobre las operaciones del Instituto; 

j) elevar cada año al Poder Ejecutivo y presentar al consejo superior 
una memoria sobre la marcha del Seguro en el año anterior y sugerir 
la adopción de medidas legales o reglamentarias tendientes a subsanar 
las deficiencias observadas. 
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16. Prohibiciones. — Se prohibe nombrar como funcionarios supe-
riores del Instituto a personas ligadas con el director general o con los 
otros miembros del consejo por consanguinidad o afinidad hasta el 
segundo grado. 

CAPÍTULO III. - DE LOS RECURSOS Y FINANCIAMIENTO 

17. Recursos del Instituto. — El Instituto tendrá los siguientes re-
cursos: 

a) las cuotas de los trabajadores, equivalentes al cinco por ciento 
(5%) de sus salarios; 

b) las cuotas de los patrones, equivalentes al diez por ciento (10%) 
de los salarios de sus trabajadores; 

c) las cuotas de los beneficiarios de pensiones otorgadas por el Ins-
tituto, que ascenderán al cinco por ciento (5%) de los montos de las 
respectivas pensiones; 

d) los aportes del Estado, equivalentes al uno y medio por ciento 
(1,5%) de los salarios sobre los cuales impongan los patrones; 

e) las entradas que produzcan sus inversiones de renta; 

f) los recargos y multas que imponga en conformidad a la presente 
ley; 

g) las entradas por atenciones o servicios comprendidos en los con-
ceptos a que se refiere el inciso a) del artículo 30, que preste el Instituto 
a terceros. 

h) los legados y donaciones que se le hicieren y las herencias que se 
le dejaren; 

i) cualquier otro recurso que obtenga el Instituto, no especificado 
en los incisos anteriores. 

18. Obligaciones patronales. — Los patrones están obligados a des-
contar a sus trabajadores las cuotas a que se refiere el inciso a) del ar-
tículo precedente y a pagar al Instituto, en la forma y plazos que deter-
minan sus reglamentos, tanto ésas como las que fija el inciso b) del 
mismo artículo. 

Será nula y penada de acuerdo a la presente ley toda estipulación 
contractual que haga recaer sobre el trabajador cualquier cuota que 
no fuere de su cargo. 

19. Salarios indeterminados. — El consejo superior fijará los ava-
lúos que, para los efectos de determinar las cotizaciones, se aplicarán a 
los salarios en especie o regalías, como también a las remuneraciones 
en dinero de aquellas labores a destajo o de otra índole en que sea con-
veniente establecer los avalúos a causa de dificultades especiales propias 
de esas labores para que se cotice por períodos regulares. 
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20. Base mínima para los aportes. — Ninguna cotización será infe-
rior a la que corresponde a los jornales mínimos que fije el Departamen-
to nacional del trabajo, aunque se trate de aprendices que no reciben 
salario en dinero. 

Los descuentos de cuotas que hagan los empleadores a los asegura-
dos no podrán exceder del cinco por ciento (5%) de los salarios real-
mente pagados, siendo de cargo del respectivo patrón las diferencias 
necesarias para integrar las que corresponden a los mínimos que esta-
blece este artículo. Igual norma regirá para los aprendices que no reci-
ben salarios. 

21. Procedimiento. — Los reglamentos del Instituto determinarán 
si se emplea el sistema de planillas, el de estampillas o timbres o cual-
quier otro, en la recaudación de las cuotas de los trabajadores y patro-
nes, pero el Instituto deberá informar, a los asegurados que lo soliciten, 
el monto y número de las imposiciones que a nombre de ellos hubiere 
recibido 

22. Aporte del Estado. — El Estado pagará al Instituto trimestral-
mente, en dinero, y dentro del mes siguiente al trimestre vencido, los 
aportes que fija el inciso d) del artículo 17. 

Las sumas correspondientes deberán preverse entre los rubros de 
gastos del presupuesto nacional de cada año. Cualquier ajuste necesa-
rio para que el aporte anual ascienda exactamente a lo que establece 
el inciso mencionado se efectuará en enero del año siguiente al del ejer-
cicio vencido. 

23. Fondo común de pensiones. — El Instituto destinará cada año 
al Fondo común de pensiones e indemnizaciones y de beneficios por 
muerte una cantidad igual al ocho y medio por ciento (8,5%) de los 
salarios sobre los cuales haya percibido cuotas en el año respectivo, más 
los intereses del Fondo mismo calculados al tipo actuarial. 

Dicho Fondo se denominará en adelante Fondo común de pensiones. 

Al Fondo común de pensiones se cargarán únicamente los pagos 
brutos que efectúe el Instituto por las pensiones, indemnizaciones, capi-
tales de defunción y cuotas mortuorias que otorgue a los asegurados y 
sus derechohabientes. 

24. Prestaciones que no afectan el Fondo común de pensiones.—Los 
gastos para cubrir los riesgos de enfermedades no profesionales y ma-
ternidad, la atención por accidente del trabajo y enfermedades profe-
sionales, los subsidios correspondientes y los costos de administración 
del Seguro, se financiarán con la totalidad de los recursos no destinados 
al Fondo común de pensiones, salvo los que indica el inciso h) del ar-
tículo 17, que serán empleados en conformidad a lo que dispongan quie-
nes lo aporten. 
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Fondo de imprevistos. — Anualmente se destinará a un Fondo de 
imprevistos como mínimo el cinco por ciento (5%) de los recursos a 
que se refiere el párrafo precedente, exceptuando los que provengan 
del inciso h) del artículo 17, mientras el Fondo no alcance, en 31 de 
diciembre del año respectivo, a una cantidad por lo menos igual al con-
junto de gastos habidos el año anterior por los conceptos que señala el 
párrafo mencionado. 

El consejo superior acordará el empleo que se haga de este Fondo 
cuando circunstancias especiales a su juicio lo justifiquen y sólo con 
el objeto de financiar gastos de los mismos conceptos. 

Limitación de los gastos administrativos. — Los gastos de adminis-
tración del Sc?,u ro no podrán sobrepasar en cada año la suma del uno y 
medio por ciento (1,5;ó) de los salarios a que corresponden las entradas 
por cuotas recibidas el año anterior, más las multas y recargos a que se 
refiere el inciso f) del artículo 17. 

25. Prohibiciones. — No podrán realizarse traspasos entre los fon-
dos que establece el presente capítulo, ni ninguna clase de operaciones 
que tengan por consecuencia el empleo de los recursos en forma distinta 
a la determinada en los artículos 23 y 24. 

26. A lo menos cada cinco (5) años deberán efectuarse valuaciones 
actuariales del financiamiento del Seguro y extraordinariamente siempre 
que lo acuerde el consejo superior. 

CAPÍTULO IV. - DE LAS INVERSIONES 

27. Seguridad, beneficio social y rentabilidad de las inversiones. 
— Las reservas del Seguro, a excepción de las cantidades que el correcto 
funcionamiento de los servicios requiera mantener en caja, depósitos 
bancarios, medicamentos, materiales, e instalaciones y elementos de tra-
bajo para los organismos administrativos y médicos del Instituto, podrán 
invertirse solamente en los rubros y sujetos a las limitaciones que siguen: 

a) en bienes raíces para sus propios servicios, como clínicas, sanato-
rios, maternidades, laboratorios y lotes para oficinas; 

b) en bienes raíces urbanos de renta y predios agrícolas; 

e) en préstamos hipotecarios que tengan por objeto la adquisición 
de viviendas por los imponentes y en terrenos y construcciones de casas 
para fomentar entre los asegurados la vivienda propia; estas inversiones 
no podrán sobrepasar en conjunto el treinta por ciento (30%) de las 
reservas del Instituto; 

d) en acciones de empresas industriales o de construcción, hasta el 
veinte por ciento (20%) c'e las reservas del Instituto; la participación 
quedará limitada al veinte por ciento (20%) del capital pagado de la 
respectiva empresa, límite que podrá excederse únicamente si se trata 
de sociedades que tengan por fin la producción de medicamentos; 
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e) en bonos o cédulas hipotecarias del Estado o intereses estableci-
dos, hasta el diez por ciento (10 c) de las reservas. 

28. Las reservas se invertirán atendiendo a que se obtengan las 
mejores condiciones de seguridad, rendimiento y liquidez posible, dando 
preferencia, en igualdad de estas condiciones, a las de mayor beneficio 
colectivo. 

El rendimiento medio de las reservas no podrá ser inferior al tipo de 
interés actuarial. 

29. Los capitales y rentas del Seguro estarán libres de todo im-
puesto fiscal o municipal. 

LA exención de impuestos no se aplicará a las inversiones que señala 
la letra d) del artículo 27. 

CAPÍTULO V. - DE LAS PRESTACIONES 

30. Riesgo de enfermedad. — En caso de enfermedad no profesional 
o accidente que no sea del trabajo, el Seguro proporcionará a los tra-
baj adores: 

a) atención medicoquirúrgica y dental, medicamentos y hospitali-
zación, dentro de las limitaciones que dispongan los reglamentos del 
Instituto para que se cumpla lo dispuesto en el artículo 24. La atención 
por una misma enfermedad durará hasta veintiséis semanas; este plazo 
se prorrogará en los casos que acuerden los reglamentos dictados por el 
consejo superior, atendiendo a las posibilidades de recuperación de los 
enfermos o a su estado de invalidez si es pensionado; 

b) un subsidio en dinero a los sometidos a tratamiento médico que 
sufran de incapacidad para el trabajo; el subsidio se iniciará a partir 
del octavo día de incapacidad y durará mientras ésta subsista y el bene-
ficiario continúe sometido a tratamiento por el Instituto y siempre que 
no goce de pensión del Seguro. 

31. Si un trabajador obligado a este Seguro no está al día en sus 
cuotas, podrá hacer uso de las prestaciones que señala el artículo pre-
cedente, pero los gastos ocasionados a la caja serán por cuenta del em-
pleador y cobrados por medios coactivos, a más de las máximas sanciones 
establecidas en la ley. 

Desde su salida del empleo y hasta el término de los dos meses si-
guientes, se considerará al día al asegurado que hubiere dejado de coti-
zar por encontrarse en cesantía involuntaria. 

Para los efectos de este artículo se estimarán como períodos de cuotas 
pagadas los de suspensión del trabajo por razones médicas y los de 
goce de subsidios. 

Los pensionados del Instituto de previsión social tendrán derecho a 
los beneficios establecidos en el apartado a) del artículo precedente. 
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32. El subsidio por enfermedad equivaldrá al cincuenta por ciento 
(50%) del promedio de salarios sobre los cuales impuso el asegurado en 
los últimos cuatro (4) meses anteriores al comienzo de la incapacidad. 

El salario promedio diario se deteiniinará dividiendo el total de di-
chos salarios por ciento veinte (120) y el subsidio cubrirá los días festi-
vos intermedios de los períodos de incapacidad; se descontarán del 
divisor ciento veinte (120) tantas unidades como días de subsidio haya 
dentro de los cuatro (4) meses indicados. 

El asegurado sin familiares que vivan con él y a su cargo recibirá 
la mitad del valor del subsidio que indica el párrafo anterior mientras 
permanezca hospitalizado por cuenta del Instituto. 

No se otorgarán subsidios al asegurado que tenga menos de seis (6) 
semanas de cuotas correspondientes a trabajo efectivo dentro de los 
últimos cuatro (4) meses. 

33. Tendrán también derecho a los beneficios que señala la letra 
a) del artículo 30 y sujetos a las limitaciones que dispongan los regla-
mentos del Instituto para que se cumpla lo dispuesto en el artículo 24: 

a) la esposa del asegurado o, a falta de ésta, la concubina con quien 
haya vivido como si fuere su cónyuge durante los dos años anteriores 
a la enfermedad; 

b) los hijos del asegurado hasta que cumplan dieciséis años. 

34. Las personas mencionadas en el artículo precedente tendrán 
derecho a beneficios sólo si viven con el asegurado y dependen econó-
micamente de él y siempre que el asegurado se encuentre al día en sus 
cuotas, de acuerdo a lo establecido en el artículo 31. 

35. Las limitaciones reglamentarias a que se refieren los artículos 
30 y 33 se dictarán cuidando de obtener el máximo aprovechamiento 
social de los recursos financieros. 

36. Riesgo de maternidad. — Las aseguradas recibirán durante el 
embarazo, parto y puerperio los beneficios que establece la letra a) del 
artículo 30, siempre que estén al día en sus cuotas de acuerdo al artículo 
31 o a los preceptos reglamentarios que dicte el consejo superior para 
las aseguradas que trabajen en faenas de temporada. 

Los mismos derechos tendrán las personas señaladas en la letra a) 
del artículo 33, sujeto a las condiciones fijadas en dicho artículo y 
en el 34. 

37. La asegurada recibirá además: 

a) un subsidio en dinero durante las tres (3) semanas anteriores y 
las seis (6) posteriores a la fecha probable del parto; 

b) provisión de leche para el hijo que no pueda amamantar por 
incapacidad constatada por médico, como máximo durante los ocho (8) 
meses siguientes al parto. 
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38. Para que la asegurada obtenga el subsidio de maternidad, es 
preciso: 

a) que esté al día en sus cuotas de acuerdo con el artículo 31; 

b) que no ejecute durante el período de reposo labores remunera-
das o las prohibidas por disposiciones médicas; 

c) que no esté recibiendo subsidio por enfermedad. 

39. Determinación del subsidio. — El subsidio de maternidad se 
determinará en la misma forma que el de enfermedad, pero no se redu-
cirá a la mitad durante la permanencia en sanatorio, y del divisor ciento 
veinte (120) establecido en el artículo 32 se descontarán tantas unidades 
como días haya estado la asegurada en reposo por prescripción médica 
durante los cuatro últimos meses. 

Riesgos profesionales 

40. Definición y alcance. — Para los efectos de esta ley se consi-
derarán: 

a) riesgos profesionales, los accidentes del trabajo y las enfermeda-
des profesionales a que están expuestos los trabajadores a causa de las 
labores que ejecuten por cuenta ajena; 

b) accidente de trabajo, toda lesión orgánica que el trabajador sufra 
con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute para su patrón 
y durante el tiempo que lo realice o debiera realizarlo. Dicha lesión ha 
de ser producida por la acción repentina y violenta de una causa exterior; 

c) enfermedad profesional, todo estado patológico que sobreviene 
por una causa repetida por largo tiempo, como consecuencia de la clase 
de trabajo que desempeña el trabajador o del medio en que ejerce sus 
labores, y que provoca en el organismo una lesión o perturbación fun-
cional, permanente o transitoria, pudiendo ser originada esta enfermedad 
profesional por agentes físicos, químicos o biológicos. 

41. Prestaciones por accidentes del trabajo. — En caso de acciden-
te del trabajo, tendrá el asegurado derecho a las siguientes prestaciones: 

a) atención medicoquirúrgica, dental, farmacéutica y hospitalización; 

b) provisión de los aparatos de prótesis y ortopedia necesarios; 

c) un subsidio en dinero si se incapacita para trabajar por más de sie-
te (7) días; el subsidio se iniciará a partir del primer día de incapacidad; 
durará mientras ésta subsista y hasta por un plazo máximo de cincuen-
ta y dos (52) semanas, pero se le dará término antes de la expiración 
del plazo, a partir de la fecha en que el Instituto declare la incapacidad 
permanente del asegurado; 

d) una pensión de pago mensual vencido, en los casos de incapaci-
dades permanentes totales y parciales o una indemnización si la pensión 
resultare inferior al treinta por ciento (30%) de la que habría correspon- 
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dido al asegurado en caso de incapacidad permanente total; la pensión 
se pagará desde que el Instituto declare la incapacidad permanente y 
mientras ésta subsista. 

42. Determinación del subsidio. — El subsidio que establece la letra 

e) del artículo anterior será equivalente al setenta y cinco por ciento 
(75%) del promedio de salarios sobre los cuales impuso el asegurado en 
los últimos cuatro (4) meses, promedio que se determinará en la forma 
que señala el artículo 32 para el subsidio de enfermedad; si el asegurado 
sólo tuviere cotizaciones que correspondan a menos de ocho (8) semanas 
dentro de los últimos cuatro (4) meses, se calculará el subsidio sobre 
el salario imponible. 

43. Pensión o indemnización. — Las pensiones mensuales que esta-

blece el inciso d) del artículo 41 serán equivalentes al sesenta por ciento 
(60%) del porcentaje de la incapacidad que fije la tabla valorativa de 
éstas, aplicado al salario mensual promedio de los tres (3) años ante-
riores a la iniciación de la incapacidad. El salario mensual proinedio se 
determinará dividiendo por treinta y seis (36) el total de salarios que 
corresponde a las cotizaciones de dichos tres (3) años; pero si dentro 
de éstos hubiere sólo imposiciones que correspondan a menos de setenta 
y ocho (78) semanas, se determinará la pensión a base del salario impo-
nible; para los efectos del cálculo, se rebajarán del divisor treinta y seis 
(36) los meses y fracciones de meses a que correspondan los períodos 
en que el asegurado recibió, dentro de los tres (3) años, subsidios o 
pensión de invalidez. 

La indemnización que se otorgará en los casos que señala la letra d) 
del artículo 41 será igual a cinco (5) anualidades de la pensión que 
habría correspondido al beneficiario. 

La tabla valorativa de incapacidades será fijada por decreto del Poder 
Ejecutivo, previo informe del consejo superior del Instituto. 

44. Fallecimiento por accidente del trabajo. — En caso de falleci-
miento del asegurado debido a accidente del trabajo, el Instituto conce-
derá: 

a) una cuota mortuoria equivalente a la cantidad que determinen los 
reglamentos dictados por el consejo superior como necesaria para gas-
tos de funeral de tipo económico, cantidad que será idéntica para todos 
los casos que se produzcan en una misma localidad y que se pagará a 
quien presente la cuenta de dichos gastos; 

b) una pensión vitalicia a la viuda o al viudo inválido que hubiere 
vivido a cargo de la asegurada. La viuda que contrajere nuevas nupcias 
cesará en el goce de la pensión y recibirá una suma global equivalente 
a tres anualidades de la misma; 

e) una pensión a cada uno de los hijos menores de dieciséis (16) años 
del asegurado varón fallecido y a los de la asegurada fallecida si son 
huérfanos de padre o el padre es inválido, o no hayan sido reconocidos 
por el padre; la pensión se extinguirá cuando el beneficiario cumpla 
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dieciséis (16) años. Tendrán también derecho a la pensión los hijos ma-
yores de dicha edad que se encuentren totalmente incapacitados para 
el trabajo y mientras la incapacidad subsista; 

d) una pensión a la madre que hubiere vivido a cargo del causante o, 
a falta de ésta, al padre incapacitado para el trabajo que cumpla igual 
requisito y mientras dure su incapacidad. Las pensiones a los ascen-
dientes sólo se concederán si el fallecido no dejó viuda, viudo inválido 
ni huérfanos con derecho a las pensiones señaladas en los dos incisos 
anteriores. 

45. La pensión que establece la letra b) del artículo precedente será 
igual al cuarenta por ciento (40%) de la pensión que habría tenido el 
asegurado por incapacidad peinianente total. 

46. Cada una de las pensiones a que se refieren las letras c) y d) 
del artículo 44, será igual al veinte por ciento (20%) de la pensión que 
habría tenido el causante por incapacidad permanente total. 

47. Las pensiones señaladas en las letras b) y c) del artículo 44, no 
podrán exceder en conjunto de las que habría tenido el causante por 
incapacidad total permanente; en caso de exceder se reducirán en la 
proporción necesaria para igualar ese límite, pero acrecerán también 
proporcionalmente a medida que los respectivos beneficiarios dejen de 
tener derecho a ellas. 

48. El Instituto concederá los beneficios que establecen los artículos 
41 y 44 aunque el accidente se deba a negligencia o culpa graves del 
patrón. En estos casos deberá el empleador entregar al Instituto los 
capitales constitutivos de las pensiones y el valor de los otros beneficios 
que corresponda otorgar. Igual procedimiento se aplicará en los casos de 
los trabajadores que menciona el artículo 2 en que los derechos a bene-
ficios virtualmente no existan por no haber cumplido el empleador sus 
obligaciones. 

Si las prestaciones en dinero a que dan derecho los accidentes del 
trabajo resultaren disminuídas por falta de cumplimiento de las obliga-
ciones patronales, el empleador deberá entregar al Instituto las diferen-
cias de capitales constitutivos de pensiones y del valor de las otras pres-
taciones en dinero y el Instituto las otorgará completas. 

Las tablas de capitales constitutivos y valores de prestaciones en 
especie se fijarán periódicamente por decretos del Poder Ejecutivo, pre-
vio informe del consejo superior. 

49. Los empleadores que dieren fiel cumplimiento a los deberes que 
les impone esta ley, quedarán libres de cualquier responsabilidad deri-
vada de los accidentes ocurridos a sus trabajadores, sin perjuicio de 
aplicar el artículo anterior si hay negligencia o culpa grave del patrón. 

50. El Instituto procurará la adopción de medidas que tiendan a 
prevenir los accidentes del trabajo y los patrones estarán obligados a 
colaborar con él en dicho objeto y a implantar aquellas medidas de segu- 
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ridad que el Instituto juzgue indispensables. La falta de cumplimiento 
de esta obligación se considerará como negligencia o culpa grave para 
aplicar el artículo 48. 

51. El patrón o su representante deberá denunciar al Instituto cual-
quier accidente que ocurra a sus trabajadores dentro de los ocho (8) 
días de producido, salvo caso de fuerza mayor debidamente justificado. 

52. Equiparación de las enfermedades profesionales. — Para los 
efectos de esta ley, las enfermedades profesionales se considerarán como 
accidentes del trabajo; en cada caso determinará una comisión de tres 
médicos del Instituto si se trata o no de enfermedad profesional. 

Riesgo de invalidez por enfermedad 

53. Definición. — Se considerará inválido al asegurado que a conse-
cuencia de enfermedad no profesional o accidente que no sea del trabajo 
se encuentre incapacitado para procurarse, mediante una labor propor-
cionada a sus fuerzas, capacidad y formación profesional, una remunera-
ción equivalente por lo menos a un tercio de la remuneración habitual 
que percibe un trabajador sano del mismo sexo y de capacidad y forma-
ción semejantes en la misma región. 

54. Requisitos para el otorgamiento de pensiones. — Tendrán dere-
cho a una pensión por invalidez los asegurados que reunan los siguien-
tes requisitos: 

a) sean declarados inválidos, de acuerdo con la definición del artícu-
lo precedente, por una comisión de tres (3) médicos del Instituto desig-
nados especialmente para este efecto; 

b) tengan como mínimo ciento cincuenta (150) semanas de cuotas; 

. c) tengan menos de sesenta (60) años al sobrevenir la invalidez. 

55. No se concederá pensión de invalidez si la realización del riesgo 
es consecuencia de un hecho voluntario o delictuoso del asegurado. 

56. Carácter provisorio o definitivo de la pensión. — Las pensiones 
de invalidez se concederán en carácter de provisorios por un lapso no 
mayor de cinco (5) años, durante el cual los beneficiarios están obliga-
dos a someterse a los exámenes y tratamientos médicos que se les indique, 
y en carácter de definitivas en cualquier momento y en todo caso a la 
expiración del lapso de cinco (5) años, a condición de que la invalidez 
sea permanente. 

El beneficiario menor de sesenta (60) años que recupere más del 
cincuenta por ciento (50%) de la capacidad de trabajo, dejará de per-
cibir la pensión de invalidez, pero el Instituto podrá continuar pagán-
dola hasta por seis (6) meses si con ello facilita la readaptación del 
asegurado al trabajo. 

El Instituto podrá efectuar hasta una vez al año los exámenes que 
tengan por objeto comprobar el grado de incapacidad subsistente, si el 



142 

beneficiario goza de pensión definitiva, y éste quedará obligado a some-
terse a los tratamientos médicos que se le prescriban. 

57. Las pensiones de invalidez se pagarán por mensualidades ven-
cid2s que se computarán desde el comienzo del estado de invalidez o 
desde la fecha en que se solicite el beneficio si éste es posterior. Sin 
embargo, el Instituto podrá retrasar el período de iniciación del pago 
mientras el asegurado tenga derecho a recibir subsidio por enfermedad. 

58. Determinación de la pensión. — La pensión mensual de invali-
dez se compondrá de un monto base igual al treinta por ciento (30%) del 
salario mensual promedio de los tres (3) años anteriores al comienzo de 
la invalidez y de aumentos que ascenderán al uno por ciento (1%) de 
dicho monto base por cada cincuenta (50) semanas de cuotas en exceso 
sobre las primeras setecientas ochenta (780) semanas de cuotas. El sa-
lario mensual promedio se determinará dividiendo por treinta y seis 
(36) el total de salarios que corresponde a las cuotas de los tres (3) 
años señalados en el párrafo anterior; el divisor treinta y seis (36) se 
rebajará en los meses y fracciones de meses a que correspondan los perío-
dos en que el asegurado recibió, dentro de dichos tres (3) años, subsi-
dios o pensión de invalidez. 

Riesgo de vejez 

59. Pensión vitalicia. — Tendrá derecho a una pensión vitalicia de 
vejez el asegurado que haya cumplido sesenta (60) años y tenga como 
mínimo setecientas ochenta (780) semanas de cuotas. 

60. Determinación y pago de la pensión. — La pensión de vejez se 
pagará por mensualidades vencidas y desde la fecha en que el asegurado 
la solicite. Su monto se deteiininará en la misma forma que el de la 
pensión de invalidez, tomando como período de base de cálculo del sala-
rio promedio los tres (3) años anteriores a la solicitud. 

61. Situación del pensionado que continúa trabajando. — Las cuotas 
que correspondan a trabajos que ejecuten los asegurados estando en 
goce de pensión de vejez, les darán derecho a que la pensión se les 
aumente en tres por ciento (3%) del monto base de la misma por cada 
ciento cincuenta (150) semanas de dichas cuotas. 

Prestaciones por muerte 

62. Cuota mortuoria y capital de defunción. — En caso de muerte 
de un asegurado, el Instituto concederá las siguientes prestaciones: 

a) una cuota mortuoria igual a la que establece el inciso a) del ar-
tículo 44, que se pagará a quien presente la cuenta de los gastos de fu-
neral; 

b) un capital de defunción a los familiares que señala el artículo 64. 
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63. Requisitos. — Para tener derecho a la cuota mortuoria es pre-
ciso que el causante hubiere fallecido siendo beneficiario de una pensión 
de invalidez o de vejez otorgada por el Instituto o hubiere tenido a lo 
menos veintiséis (26) semanas de cuotas correspondientes a trabajo 
efectivo en los doce (12) meses anteriores al fallecimiento. 

Para que se otorgue el capital de defunción es necesario que el cau-
sante hubiere fallecido siendo beneficiario de una pensión de invalidez o 
vejez concedida por el Instituto, o hubiera tenido a lo menos cincuenta 
(50) semanas de cuotas correspondientes a trabajo efectivo en los tres 
(3) años anteriores al fallecimiento. 

No se otorgará el capital de defunción si el fallecimiento se debe a 
riesgo profesional. 

64. Personas a quienes corresponde el capital de defunción. — Ten-
drán derecho al capital de defunción la viuda o el viudo inválido que hu-
biere vivido a cargo de la asegurada y los hijos menores de dieciséis 
(16) años o mayores de dicha edad incapacitados para el trabajo. A 
falta de cualquiera de las personas nombradas, recibirá el capital la ma-
dre que hubiere vivido a cargo del fallecido o, a falta de ésta, el padre 
que satisfaga igual condición. 

El cónyuge sobreviviente no tendrá derecho al capital de defunción 
si la muerte del causante sucedió antes de cumplirse seis (6) meses de 
matrimonio o tres (3) años de matrimonio si éste se verificó habiendo 
cumplido el causante sesenta (60) años de edad. Estas limitaciones no 
se aplicarán si el fallecimiento se debió a accidente o la viuda quedó 
encinta o hay hijos comunes. 

La mitad del capital de defunción pertenecerá al cónyuge sobrevi-
viente; la suma que corresponde a los hijos se distribuirá entre ellos por 
partes iguales. 

65. Determinación del capital de defunción. — El capital de defun-
ción ascenderá a un salario promedio mensual por cada cincuenta (50) 
semanas de cuotas que tuviere el causante y como máximo llegará a 
cinco (5) salarios medios mensuales. 

El salario promedio mensual se determinará en 'la forma establecida 
en el artículo 58, tomando como período de base los tres (3) años ante-
riores al fallecimiento. 

En caso de muerte de un pensionado, el capital de defunción ascen-
derá a doce (12) mensualidades de la respectiva pensión. 

CAPÍTULO VI. - DE LAS RESPONSABILIDADES Y SANCIONES 

66. Las resoluciones del director general o de los funcionarios que 
él disponga en uso de la facultad que le confiere la letra f) del artículo 
15 se consideran como título ejecutivo para perseguir los cobros. 

67. Falta de inscripción. — La falta de inscripción de los trabaja-
dores dentro de los plazos estipulados se penará con multa al empleador 
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de cincuenta (50) o doscientos (200) guaraníes por cada trabajador y 
por cada mes o fracción de mes que se retrase. 

68. El patrón que no descontare a sus trabajadores las cuotas res-
pectivas deberá pagarlas de su propio cargo al Instituto, y el que descon-
tare y no ingresare dichos descuentos al Instituto, será sancionado con 
multa de 100 a 300 guaraníes por cada trabajador cuya imposición no 
haya depositado y por cada uno de los meses en que cometiera dicha 
infracción. 

69. Elementos de control. — Al patrón que no llevare los libros o 
planillas de salarios indispensables para que el Instituto controle el exac-
to cumplimiento de esta ley, y de acuerdo a los reglamentos que dicte 
el consejo superior, como también al que se negare a facilitar su revisión 
y demás antecedentes necesarios a dicho control, se le impondrá multa 
de cincuenta (50) a quinientos (500) guaraníes, según la gravedad de la 
infracción. 

70. Obras por contratistas o intermediarios. — Las responsabilida-
des y obligaciones patronales emergentes de esta ley subsisten para 
quienes entreguen a contratistas o intermediarios la ejecución de obras 
o la explotación de industrias o faenas, siempre que la responsabilidad 
en la ejecución o la dirección de las mismas esté a cargo del patrón 
principal. 

71. Las disposiciones reglamentarias que dicte el consejo superior 
podrán establecer recargos a los pagos de cuotas que se efectúen después 
del décimo día del mes siguiente al de pago de los respectivos salarios, 
sin perjuicio de las otras sanciones que pudieren corresponder por atra-
sos reiterados u otras infracciones. Los recargos no serán superiores al 
cinco por ciento (5%) de las cuotas dentro de dicho mes y se aumenta-
rán hasta en diez por ciento (10%) de las mismas en cada uno de los 
meses posteriores; el tope máximo será de cincuenta por ciento (50%) 
de las cuotas atrasadas. 

72. Sanciones a asegurados y beneficiarios. — A los asegurados y 
familiares sometidos a tratamiento que no cumplan las prescripciones 
médicas, se les suspenderá el derecho a beneficios por enfermedad y 
maternidad mientras dure esta situación. 

A los beneficiarios de pensión de invalidez que tengan menos de 
sesenta (60) años se les suspenderá la pensión mientras se nieguen a 
seguir los tratamientos o a someterse a los exámenes a que se refiere el 
artículo 56. Igual sanción tendrán los beneficiarios, menores de sesenta 
(60) años, de pensiones derivadas de riesgos profesionales que se nie-
guen a someterse a los exámenes indispensables para determinar si 
subsisten las incapacidades o a los tratamientos que se les prescriban. 

73. Los fraudes, alteraciones de documentos o declaraciones falsas 
que se hagan para obtener indebidamente beneficios irrogarán la pér-
dida de los derechos a los mismos, sin perjuicio de las sanciones que 
acuerden otras leyes por tales hechos. 
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74. El director general y los demás miembros del consejo superior 
y los funcionarios del Instituto estarán sujetos a las responsabilidades 
civiles y penales en que pudieren incurrir como encargados de un 
servicio público. 

75. Los atrasos reiterados en el pago de cuotas y cualquier infrac-
ción no especificada en los artículos anteriores se sancionarán con multa 
de cien (100) a cinco mil (5.000) guaraníes, según la gravedad de la 
falta. 

CAPÍTULO VII. - DISPOSICIONES GENERALES 

Relaciones entre el Instituto, patrón y asegurados. 
76. Definiciones: salario, patrón o empleador y postulantes o apren-

dices. — Para los efectos del Seguro, prevalecerán las siguientes defi-
niciones: 

A) Salario: remuneración total que recibe el trabajador de sus em-
pleadores en dinero, especies o regalías, incluyendo la que correspon-
diere a trabajos extraordinarios, suplementarios o a destajo, comisiones, 
sobresueldos, gratificaciones, premios, honorarios, participaciones y cua-
lesquiera otras remuneraciones accesorias que tengan carácter normal 
en la empresa o trabajo, exceptuando los aguinaldos. 

B) Patrón o empleador: persona natural o jurídica y de derecho pú-
blico o privado que, en función de empresa, negocio o explotación o 
actividad de cualquier clase, utiliza, mediante un contrato de trabajo 
escrito o verbal, los servicios de otra, a la que retribuye y somete a su 
dependencia en cuanto a la ocupación. 

C) Postulantes o aprendices: Las personas que prestan servicios a 
un patrón a cambio de que se les enseñe un arte, profesión u oficio, per-
ciban o no salario. 

77. Situación fiscal del Instituto. — El Instituto, salvo las inversio-
nes previstas en las letras b), c) y d) del artículo 27, estará eximido de 
los siguientes gravámenes: 

a) impuestos en papel sellado y estampillas; 

b) impuestos transitorios o de emergencia; 

c) patentes y otros gravámenes municipales, en la medida en que no 
se trate de una retribución de servicios prestados; 

d) impuesto inmobiliario y recargos sobre bienes raíces afectados 
en su totalidad o en su mayor parte a instalaciones relacionadas con la 
salud pública, tales como clínicas, laboratorios, maternidades, hospita-
les y oficinas del Instituto. 

78. Franquicias fiscales de los asegurados y patrones. — En todos 
los asuntos relativos al Seguro social, los patrones y asegurados del Ins-
tituto estarán eximidos de las siguientes cargas fiscales: 
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a) impuestos en papel sellado y estampillas; 

b) impuesto a las herencias, legados y donaciones sobre los benefi-
cios que acuerde el Instituto y su transmisión por causa de muerte. 

79. Los pagos que efectúe el Instituto a organismos o estableci-
mientos del Estado, por hospitalización o atención médica a beneficia-
rios del Seguro, no podrán sobrepasar del costo de los respectivos ser-
vicios. Los contratos que se celebren deberán establecer la forma de 
salvar cualquier discrepancia entre las partes en lo referente al valor 

de los costos. 

80. Las prestaciones en dinero que otorgue el Seguro serán inem-
bargables, salvo caso de juicio por alimentos, en el que lo serán hasta 
la cuarta parte. 

81. Si una misma persona tuviere derecho a dos o más pensiones 
del Seguro, recibirá únicamente la de mayor cuantía entre ellas. 

Se exceptúan los casos de beneficiarios de pensión por incapacidad 
permanente parcial a que se refiere la letra d) del artículo 41, quienes 
podrán gozar a la vez de dicha pensión y de aquellas a que tengan dere-
cho por las cuotas correspondientes a trabajos que efectúen siendo bene-
ficiarios de la primera. 

82. El monto diario de cualquier subsidio tendrá como tope máximo 
cinco (5) veces el valor del salario mínimo del trabajador no especifi-
cado que tenga en vigor para Asunción el Departamento Nacional del 
Trabajo. El límite máximo mensual de cualquier clase de pensiones será 
de ciento veinte y cinco (125) veces dicho jornal. 

83. El goce de pensiones se suspenderá mientras el beneficiario se 
ausente del país. También se suspenderá mientras reciba cualquier 
sueldo que emane del presupuesto nacional, de los municipios, entidades 
del Estado, salvo que se trate de sueldos del magisterio. 

84. El derecho a reclamar el otorgamiento de las pensiones e indem-
nizaciones que establecen los artículos 41 y 44 prescribe en un año. 

Los derechos a reclamar la cuota mortuoria o el otorgamiento de 
capitales de defunción prescriben en tres meses. 

Los beneficiarios de prestaciones en dinero que no cobren las órde-
nes de pago o cheques que el Instituto emita a su favor perderán todo 
derecho a reclamar los pagos correspondientes al cabo de un año contado 
desde la fecha de tales documentos. 

85. El Instituto no podrá divulgar ni suministrar, salvo por orden 
judicial, los datos referentes a asegurados y empleadores que conozca 
en virtud de sus funciones, pero podrá publicar cualquier información 
estadística o de otra índole que no se refiera a ningún asegurado o em-
pleador en especial. 
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CAPÍTULO VIII. - DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

86. Las cuotas pagadas al Instituto conforme a los preceptos lega-
les anteriores a la vigencia de la presente ley darán iguales derechos que 
las fijadas en ésta. 

87. Los beneficiarios de pensiones otorgadas por el Instituto antes 
de la fecha inicial de vigencia de esta ley no estarán obligados a las 
cuotas que determina el inciso c) del artículo 17, pero gozarán de los 
derechos a prestaciones que esas cuotas les darían. 

Los beneficiarios de pensiones de orfandad concedidas antes de la 
misma fecha continuarán percibiéndolas hasta que cumplan dieciocho 
(18) años. 

88. Afectación de capitales y reservas. — Los capitales y reservas 
del Instituto al 31 de diciembre de 1950 se abonarán al Fondo común 
de pensiones, excepto la cantidad de un millón (1.000,000) de guaraníes, 
que se abonará al Fondo de imprevistos. La distribución de recursos 
que establecen los artículos 23 y 24 se aplicará desde el 1° de enero 
de 1951. 

89. Efectivización de la limitación de gastos administrativos. — La 

limitación de gastos administrativos del Instituto establecida en el ar-
tículo 24 regirá desde el 19  de enero de 1953; durante el año 1952 el 
limite será de dos por ciento (2%) de los salarios. Las cantidades en 
que los gastos administrativos excedan al tope de uno y medio por 
ciento (1,5%) de los salarios se cargarán en 1951 y 1952 al Fondo de 
imprevistos. 

90. Limitación temporaria de los subsidios. — El derecho al subsidio 
que establece el inciso b) del artículo 30 quedará durante el primer año 
de la vigencia de esta ley limitado a las enfermedades que determine el 
consejo superior. 

91. Abono de semanas de trabajo para el cómputo de las pensiones 
de invalidez y de vejez. — Para los efectos de computar las setecientas 
ochenta (780) semanas de cuotas a que se refieren los artículos 58 y 59, 
se reconocerán a los asegurados que tenga el Instituto a la fecha de ini-
ciación de la vigencia de esta ley las siguientes semanas de cuotas, según 
las edades que hubieren cumplido a la misma fecha: 

a) cincuenta y dos (52) semanas para los menores de dieciséis (16) 
años; 

b) ciento cuatro (104) semanas para los de dieciséis (16) años; 

c) ciento cincuenta y seis (156) semanas para los de diecisiete (17) 
años; 

d) doscientas ocho (208) semanas para los de dieciocho (18) años; 

e) doscientas sesenta (260) semanas para los de diecinueve (19) 
años; 
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f) trescientas doce (312) semanas para los de veinte (20) años o 
más. 

Estos reconocimientos excluyen del cómputo de las mencionadas se-
tecientas ochenta (780) semanas las cuotas que los respectivos asegura-
dos tuviesen antes de regir la presente ley. 

92. Los trabajadores sujetos al régimen de la caja de jubilaciones y 
pensiones y empleados ferroviarios quedarán exceptuados de la obliga-
ción establecida en el artículo 2 de esta ley hasta que el Poder Ejecutivo 
disponga su incorporación al Instituto. Mientras dure esa situación el 
consejo superior ejercerá superintendencia y resolverá en última ins-
tancia las cuestiones y discrepancias que surgieren entre dicha caja y 
sus asegurados. 

93. Desde la vigencia de esta ley, el Ministerio de Salud Pública y 
Previsión Social se denominará Ministerio de Salud Pública. 

94. Deróganse todas las disposiciones legales que se opongan al 
presente decreto-ley. 

95. El presente decreto-ley entrará a regir desde el 19  de enero de 
1951. 

El Poder Ejecutivo podrá constituir las autoridades del Instituto des-
de la promulgación del presente decreto-ley. 

96. Dése cuenta oportunamente a la Honorable Cámara de Repre-
sentantes. 

97. Comuníquese, publíquese y dése al Registro Oficial. 
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